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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 850/2022/1
PARTE ACTORA: 

********* ********** ********** ********* ********** **********.
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE INGRESOS DE LA TESORERÍA MUNICIPAL DE SAN LUIS POTOSI
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veinte de septiembre de dos mil veintitrés.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 850/2022/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el seis de septiembre de dos mil veintidós, compareció ********* ********** ********** **********, en su calidad de Apoderado de la persona moral denominada, “********* ********** ********** ********* ********** **********”, a demandar la nulidad de la  determinación del crédito fiscal número 000428-20212024 DI, por la cantidad de $10´638,305.01 (DIEZ MILLONES SEISCIENTOS TREINTA Y OCHO MIL TRESCIENTOS CINCO PESOS 01/100 M.N.), por concepto de impuesto predial más accesorios correspondientes de los ejercicios fiscales de dos mil veintiuno y dos mil veintidós, emitida por el Director de Ingresos de la Tesorería Municipal de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El doce de septiembre de dos mil veintidós se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 11:00 once horas del cinco de diciembre de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la asistencia del diverso autorizado de la parte actora sin que hubiere comparecido delegado de la demandada. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta con el escrito de alegatos formulado por el autorizado de la actora dándose cuenta que la demandada no formuló alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracciones I y III, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal, particularmente porque se reclama una cuestión relativa al fincamiento de un crédito fiscal.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

Como bien fue precisado en el proveído de doce de septiembre de dos mil veintidós, el acto materia de impugnación lo constituye la determinación del crédito fiscal número 000428-20212024 DI, por la cantidad de $10´638,305.01 (DIEZ MILLONES SEISCIENTOS TREINTA Y OCHO MIL TRESCIENTOS CINCO PESOS 01/100 M.N.), por concepto de impuesto predial más accesorios correspondientes de los ejercicios fiscales de dos mil veintiuno y dos mil veintidós, emitida por el Director de Ingresos de la Tesorería Municipal de San Luis Potosí, cuya existencia queda evidenciada con la documental que fue exhibida por la parte actora, visible a fojas 55 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de la determinación enunciada en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la actora, la refutación que de los conceptos de impugnación planteados por la enjuiciada y los medios de pruebas que aportaron los contendientes.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Notificación 
	Notificación surtió efectos

	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	13 de junio de 2022 
	06 de julio de 2022
	07 de julio de 2022
	08 de julio al 07 de septiembre de 2022

	06 de septiembre de 2022


Como se desprende del cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

Suscribe la demanda la ********* ********** ********** **********, con el carácter de representante legal de la persona moral denominada ********* ********** ********** ********* ********** **********, hoy actora.

Asimismo, tomando en cuenta que el acto impugnado se encuentra directamente dirigido a la persona moral denominada ********* ********** ********** ********* ********** **********, cuyo representante legal acredita su personalidad con la copia certificada de la escritura número ********* ********** ********** ********** del Libro número ********* ********** ********** ********* **********, pasada ante la fe del Notario Público No. 151, con ejercicio en la Ciudad de México, mismo que se encuentra agregado en autos a folios 44 al 54; es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

En otro orden, la autoridad justificó su personalidad y legitimación, ello conforme al documento relativo al nombramiento correspondiente, el que consta a foja 104 del presente sumario, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.
QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, se desprende que la enjuiciada establece en su contestación un apartado denominado Excepciones, en donde informa cuestiones relativas  a la improcedencia de la acción, empero del análisis efectuado al mismo, se desprende que en nada guardan relación con aspectos que revelen la improcedencia de este juicio contencioso administrativo, ya que la exposición de la autoridad se sustenta en señalar que los hechos que la actora le atribuye fueron esgrimidos de manera incompleta, porque la accionante pasó por alto manifestar que el monto del pago del impuesto predial no ascendía a las cantidades pagadas conforme a los recibos que acompañó, sino que el impuesto predial al día 27 de diciembre  de 2021, fecha en que celebró un convenio condicionado para la actualización catastral del suelo de los inmuebles se su propiedad, correspondía a la cantidad de $18´000,000.00 (Dieciocho millones de pesos 00/100 M.N.), cantidad que encuentra sustento en el valor de la base gravable, cuyo fundamento especifico deriva de los artículos 16, 17 y 19 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí.

Argumenta además la enjuiciada, que ante el incumplimiento de las obligaciones contraídas en el citado acuerdo de voluntades, de fecha 27 de diciembre de 2021 es que el actuar de la autoridad se ciñó a la determinación del crédito fiscal con motivo del adeudo del pago del impuesto predial, siendo ello el origen del propio crédito fiscal que se reclama y no así, la autodeterminación que arguye la actora.

También refiere la demandada que como premisa mayor y sustento que evidencia lo infundado e improcedente de los conceptos de impugnación, el artículo 8º del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, acota las facultades de autodeterminación y cuantificación fiscal  de los contribuyentes a la existencia de una norma específica, esto es, que la autodeterminación es una modalidad supeditada a que la legislación sea omisa en regular las cargas impositivas concretas, de tal manera que los contribuyentes en apego al principio de buena fe, únicamente pueden determinar la cantidad a pagar con motivo de sus relaciones fiscales ante la ausencia particular de la norma.

A juicio de la suscrita Magistrada, los planteamientos de las autoridades demandadas deben desestimarse y por lo tanto considerarse insuficientes para decretar el sobreseimiento del presente juicio, pues los razonamientos en los cuales sustentan la improcedencia de la acción involucran cuestiones inherentes al estudio y resolución de fondo del juicio, esto es, constituyen la materia de fondo del asunto, al estar estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora y concretamente con la pretensión de la accionante, de ahí la inoportunidad de su estudio en el presente apartado. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la jurisprudencia que resulta aplicable al caso por analogía; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”
 

Por último, esta Primera Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que enseguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 03 frente a la 42 vuelta del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Decisión. Previo a resolver el fondo del asunto que se plantea, procede examinar en primer lugar, el conceptos de impugnación Segundo, tendente a demostrar la incompetencia de la Autoridad demandada, por ser una cuestión de orden público y de estudio preferente en el Juicio Administrativo, tal y como lo establece el segundo párrafo del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

En ese orden, esta Primera Sala Unitaria considera que resulta fundado el concepto de impugnación esgrimido por la actora en el sentido de que la resolución impugnada se encuentra deficientemente fundada, toda vez que la demandada fue omisa en señalar el fundamento legal para llevar a cabo la determinación del crédito fiscal, concretándose sólo a fundar la relativa a su competencia para liquidarlo. 

Del análisis integral efectuado a los argumentos del actor, así como del análisis a las normas invocadas en el acto impugnado, se advierte que en efecto, tal como lo señala la actora, no se desprende la competencia expresa para que la emisora pueda determinar un crédito fiscal, sino únicamente aquella relacionada con su liquidación, esto es, la determinación en cantidad liquida de la omisión. 


En términos del artículo 8º del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que arguye el actor le concede la potestad de autodeterminación de sus obligaciones fiscales, encontramos también que en su párrafo segundo establece que la autoridad fiscal se reserva la facultad de comprobar el correcto cumplimiento de la obligación fiscal, en cuyo caso, podrá determinar el monto de ésta y el de sus accesorios.

De lo anterior se advierte que la autoridad cuenta con facultades para comprobar el correcto cumplimiento de la obligación fiscal, y en su caso, cuando el contribuyente no haya cumplido con su obligación o cuando por ley le corresponda hacer esta determinación, podrá determinar el monto de ésta y sus accesorios, en cuyo caso conforme al artículo 67 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, invocado expresamente en la resolución impugnada, podrá hacerlo sobre base cierta o sobre base presunta, para proceder posteriormente a su liquidación. 

En el caso que se analiza, la demandada es omisa en señalar el dispositivo legal que le otorga competencia para poder llevar a cabo la determinación crediticia, pues si bien es cierto invoca los artículos 81 fracciones III, V, VII y XIV de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis; 147, 148 fracción I y 149 fracción XXXI puntos a, b, d, i y j del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, dichos fundamentos resultan insuficientes para acreditar la competencia para llevar a cabo la determinación impugnada.

En efecto, del análisis que se realice al contenido de los artículos invocados no se desprende expresamente que el Director de Ingresos de la Tesorería Municipal pudiera llevar a cabo actos de determinación, pues conforme al artículo 81, fracción III de la Ley Orgánica del Municipio Libre de San Luis Potosí, tal facultad le corresponde al Tesorero, en los siguientes términos: 

“ARTICULO 81. Son facultades y obligaciones del Tesorero:

(…)III. Determinar, liquidar y recaudar los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos que correspondan al Municipio conforme a la respectiva ley de ingresos municipal y demás leyes fiscales; así como administrar las participaciones y transferencias en contribuciones federales y estatales;” (el énfasis es nuestro)

Como se desprende de la anterior transcripción, el legislador estableció de manera diferenciada las competencias para determinar, liquidar y recaudar. 

Lo anterior se robustece con lo dispuesto en el artículo 149, fracción XXXI, letra d del Reglamento Interno señalado, en el cual se establece, -en la parte que nos ocupa-, que el Tesorero por conducto de la Dirección de Ingresos, realizará diversas funciones, las cuales en su literalidad son las siguientes: 

“XXXI. Por conducto de la Dirección de Ingresos, realizará las funciones siguientes:

(…)

d. Proponer, liquidar y recaudar los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos que correspondan al Municipio conforme a la respectiva ley de ingresos municipal y demás leyes fiscales; incluyendo las participaciones y transferencias en contribuciones federales y estatales;”

Conforme a lo anterior, tenemos que si bien es cierto en el artículo 81 fracción III de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis se estableció la facultad para el Tesorero de “Determinar, liquidar y recaudar”; en el Reglamento Interno se estableció la delegación del ejercicio de facultades del Tesorero en el Director de Ingresos, de sólo una parte de sus facultades, esto es, para “Proponer, liquidar y recaudar”, pero no contiene una potestad habilitante que le otorgue competencia para determinar el impuesto en los términos invocados en la resolución. 


La competencia, como garantía de los derechos humanos, es el conjunto de facultades o atribuciones que la ley o una regulación secundaria le otorga a un ente u órgano estatal. En ese sentido, la competencia debe estar señalada expresamente en el ordenamiento que corresponda, en mérito de lo cual esta no puede ejercerse con base a inferencias o simples razonamientos. 

En efecto, la competencia material de las autoridades demandadas no debe inferirse ni suponerse, sino que debe estar debidamente fundada y motivada, ya que atendiendo al principio general de derecho constitucional, -universalmente admitido-, tenemos que las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite, por lo que la falta de la cita de preceptos legales que le confieren competencia para actuar, haga que tal acto de autoridad carezca de la debida fundamentación.

En principio, cabe destacar que de la interpretación conjunta y armónica de las garantías de legalidad y seguridad jurídica que establecen los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación precisan, para ser legales, entre otros requisitos, que sean emitidos por autoridad competente, cumpliéndose las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien esté legitimado para ello, expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter en que la autoridad respectiva lo suscribe y el dispositivo legal, acuerdo, decreto o reglamento que le conceda tal facultad, pues de lo contrario se dejaría al destinatario en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga al receptor la oportunidad de examinar si la actuación de ésta se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y si éste es o no conforme a la ley o a la Constitución, para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, con el carácter que lo haga, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecue exactamente a la norma, que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la Constitución o las leyes secundarias.

Entonces, las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que otorguen competencia a quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del facultado o por delegación de facultades.

Conforme a lo anterior, tenemos que la resolución impugnada se encuentra insuficientemente fundada, pues de los artículos invocados por la demandada no se desprende su competencia para llevar a cabo los actos de determinación que expresamente manifiesta haber llevado a cabo en la esfera jurídica de la actora, por lo que procede declarar su ilegalidad. 

Robustece la presente decisión, el contenido de la Jurisprudencia que se transcribe:

Registro digital: 177347. Instancia: Segunda Sala. Novena Época. Materias(s): Administrativa. Tesis: 2a./J. 115/2005. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXII, Septiembre de 2005, página 310. Tipo: Jurisprudencia

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE  TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE.

De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno  de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario  Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.

Contradicción de tesis 114/2005-SS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 2 de septiembre de 2005. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Alfredo Aragón Jiménez Castro.

Tesis de jurisprudencia 115/2005. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de septiembre de dos mil cinco.

Registro digital: 172182. Instancia: Segunda Sala. Novena Época. Materias(s): Administrativa. Tesis: 2a./J. 99/2007. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Junio de 2007, página 287. Tipo: Jurisprudencia

NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y LLANA.
En congruencia con la jurisprudencia 2a./J. 52/2001 de esta Segunda Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 32, con el rubro: "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.", se concluye que cuando la autoridad emisora de un acto administrativo no cite con precisión el apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente o, en su caso, no transcriba el fragmento de la norma si ésta resulta compleja, que le conceda la facultad de emitir el acto de molestia, el particular quedaría en estado de inseguridad jurídica y de indefensión, al desconocer si aquélla tiene facultades para ello, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deberá declarar la nulidad lisa y llana del acto administrativo emitido por aquélla, esto es, no la vinculará a realizar acto alguno, por lo que su decisión no podrá tener un efecto conclusivo sobre el acto jurídico material que lo motivó, salvo el caso de excepción previsto en la jurisprudencia citada, consistente en que la resolución impugnada hubiese recaído a una petición, instancia o recurso, supuesto en el cual deberá ordenarse el dictado de una nueva en la que se subsane la insuficiente fundamentación legal.

Contradicción de tesis 34/2007-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Tercero, ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 28 de marzo de 2007. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Hilda Marcela Arceo Zarza.

Tesis de jurisprudencia 99/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintitrés de mayo de dos mil siete.

Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 232/2019 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, desechada por notoriamente improcedente, mediante acuerdo de 29 de mayo de 2019.”
Por los motivos expuestos, en términos del artículo 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ilegalidad de la resolución impugnada consistente en la determinación del crédito fiscal número 000428-20212024 DI, por la cantidad de $10´638,305.01 (DIEZ MILLONES SEISCIENTOS TREINTA Y OCHO MIL TRESCIENTOS CINCO PESOS 01/100 M.N.), por concepto de impuesto predial más accesorios correspondientes de los ejercicios fiscales de dos mil veintiuno y dos mil veintidós, emitida por el Director de Ingresos de la Tesorería Municipal de San Luis Potosí, misma que queda sin efecto legal alguno.

Conforme a la decisión anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:  466, que cuyo rubro es: “CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.” 

En virtud de la determinación a la que se arribó y conforme a lo establecido en el párrafo tercero del numeral 252 del Código Procesal Administrativo del Estado, quedan expeditos los derechos de las autoridades respecto de sus facultades discrecionales.
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 249, 250, fracción II, y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD de la resolución impugnada dejándola sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el último considerando de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada. 

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Artículo 40 del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.  


� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5.


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618





